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v. 
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Certiorari 
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala de HUMACAO 
 
Caso Núm.: 
 
 
Por: 
Art. 5.05 Ley de Armas 

 
Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Jueza Rivera 
Marchand, la Jueza Barresi Ramos y la Jueza Mateu Meléndez. 
 
Mateu Meléndez, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

Comparece ante nos por derecho propio y en forma pauperis, el señor 

Carlos Serrano Díaz (señor Serrano Díaz o peticionario).  Solicita nuestra 

intervención para que modifiquemos al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 192.1, una pena impuesta 

mediante Sentencia por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Humacao (TPI o foro primario).  En virtud del referido dictamen, el foro 

primario encontró culpable al peticionario por infracción al Art. 5.05 de la 

Ley Núm. 404−2000, Ley de Armas de Puerto Rico, 25 LPRA anterior sec. 

458d.1 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el recurso interpuesto por falta de jurisdicción, ante el 

incumplimiento de disposiciones reglamentarias. 

I.  

Según surge del expediente del caso que nos ocupa, el peticionario 

se encuentra confinado en la Institución Correccional Guayama 1000, 

 
1  Derogada y sustituida por la Ley Núm. 168-2019, 25 LPRA sec. 466e, titulada Ley de 
Armas de Puerto Rico. 
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cumpliendo una Sentencia, dictada por el TPI el 18 de diciembre de 2009 por 

infringir el Art. 5.05 de la Ley Núm. 404-2000, 25 LPRA sec. 458d.  Alegó en 

su escrito el señor Serrano Díaz que a partir de la fecha del dictamen se 

encontraba en procesos post-sentencia al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 192.1 para recurrir la misma.  

Adujo en su escrito el peticionario que presentó una moción al TPI, para 

que el foro sentenciador modificara la pena impuesta por la infracción al 

Art. 5.05 de la Ley Núm. 404-2000, supra, y la misma no fue aceptada.  Es 

por lo anterior que acude ante esta Curia solicitando que se ordene al foro 

primario a que modifique la pena impuesta al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Civil, supra. 

II.  

-A- 

La jurisdicción es el poder o autoridad con el que contamos los 

tribunales para considerar y decidir los casos y controversias que nos son 

presentados ante nuestra consideración. Beltrán Cintrón v. ELA, 2020 TSPR 

26, 204 DPR _____ (2020); Torres Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR 495, 

499-500 (2019).  En Puerto Rico, aun cuando los tribunales poseemos 

jurisdicción general, adquirimos autoridad para entender sobre los asuntos 

judiciales por virtud de ley.  Por tanto, no la podemos atribuir ni las partes 

nos la pueden otorgar.   

Acorde con la norma imperante, estamos emplazados a ser fieles 

guardianes de nuestra jurisdicción y carecemos de discreción para asumirla 

donde no la hay. Allied Management Group, Inc. v. Oriental Bank, 2020 

TSPR 52, 204 DPR _____ (2020); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 

DPR 873, 882 (2007).  Por ende, las cuestiones relativas a la jurisdicción 

pueden considerarse motu proprio o a petición de parte, en cualquier etapa 

de los procedimientos, incluso en la apelativa. Rosario Domínguez v. ELA, 
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198 DPR 197, 206 (2017); Ríos Martínez, Com. Alt. PNP v. CLE, 196 DPR 289 

(2016).   

La ausencia de jurisdicción no es susceptible de ser subsanada e 

incide de forma consustancial con la autoridad que nos ha sido conferida 

para atender en los méritos una controversia o un asunto sobre un aspecto 

legal.  Allied Management Group, Inc. v. Oriental Bank, supra; Peerless Oil 

v. Hermanos Pérez, 186 DPR 239, 250-251 (2012).  De esa forma, si al hacer 

el análisis jurisdiccional, concluimos, que carecemos de jurisdicción para 

adjudicar la cuestión ante nuestra consideración, tenemos el deber de así 

declararlo y proceder con la desestimación del recurso apelativo.   

-B- 

Las normas sobre el perfeccionamiento de los recursos ante el 

Tribunal de Apelaciones deben observarse rigurosamente, ello incluye el 

cumplimiento con las disposiciones del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones. Lugo Rodríguez v. Suárez Camejo, 165 DPR 729, 737 (2005). 

En la práctica apelativa las partes están obligadas a cumplir fielmente el 

trámite prescrito en las leyes y los reglamentos aplicables para el 

perfeccionamiento de los recursos instados en el tribunal. Matos v. 

Metropolitan Marble Corp., 104 DPR 122, 125 (1975). No procede dejar al 

arbitrio de las partes qué disposiciones reglamentarias deben acatarse y 

cuáles no. Leduc v. Santana, 198 DPR 540, 549 (2017). Conforme a ello, el 

Tribunal Supremo ha reconocido que todas las partes, incluidos los que 

comparecen por derecho propio, deben cumplir con las disposiciones 

reglamentarias establecidas para la presentación y forma de los recursos, y 

su incumplimiento puede dar lugar a la desestimación. Febles v. Romar 

Pool Construction, 159 DPR 714, 722 (2003). 

La Regla 34 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B gobierna el contenido de la solicitud de certiorari.  La Regla 
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34(C)(1) del Reglamento, dispone que todo recurso de certiorari debe 

contener en el cuerpo lo siguiente: 

(a) […] 

(b) […] 

(c) Una referencia a la decisión cuya revisión se solicita, la cual incluirá el 

nombre y el número del caso, la Región Judicial correspondiente y la 

Sala del Tribunal de Primera Instancia que la dictó… 

(d) Una relación fiel y concisa de los hechos procesales y materiales del 

caso.   

(e) Un señalamiento breve y conciso de los errores que a juicio de la parte 

peticionaria cometió el Tribunal de Primera Instancia. 

(f)  Una discusión de los errores señalados, incluyendo las disposiciones 

de ley y la jurisprudencia aplicable.  

(g) […]  

En casos criminales, la referida Regla 34 en su inciso (E), exige que, 

además se incluya la denuncia y la acusación, si la hubiere, al igual que la 

determinación del foro de instancia cuya revisión se solicita.  También se 

debe acompañar, la resolución u orden, y toda moción o escrito en los cuales 

se discuta expresamente el asunto planteado en la solicitud de certiorari, o 

que sean relevantes a ésta; así como cualquier otro documento que forme 

parte del expediente en el Tribunal de Primera Instancia y que pueda ser 

útil al Tribunal de Apelaciones a los fines de resolver la controversia.  4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 34.  

Nuestro sistema judicial es adversativo y rogado, el cual descansa 

sobre la premisa de que las partes son los mejores guardianes de sus 

derechos e intereses. Bco. Bilbao v. González Zayas, 155 DPR 589, 594 

(2001). El incumplimiento con las disposiciones reglamentarias sobre los 

recursos presentados en el Tribunal de Apelaciones puede conllevar la 

desestimación.  Pueblo v. Valentín Rivera, 197 DPR 636, 641 (2017); Pueblo 

v. Rivera Toro, 173 DPR 137, 145 (2008). 

III. 

El peticionario solicita nuestra intervención para que revisemos su 

reclamo en el escrito de epígrafe.  En este, solicita que ordenemos al TPI al 

amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra a modificar la 
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pena impuesta por la infracción del Art. 5.05 de la Ley núm. 404-2000, supra.  

No obstante, al examinar el único documento presentado en el expediente 

de epígrafe notamos que el señor Serrano Díaz no acompañó copia de las 

acusaciones y sentencias por las cuales fue procesado, ni escrito, moción o 

solicitud que haya sido instada por él ante el foro primario, no incluyó 

señalamientos de error y su respectiva discusión, así como no incluyó el 

número de caso del foro sentenciador. Tampoco acompañó copia del 

dictamen a revisar, lo que nos habría permitido examinar su contenido y 

servido de herramienta para evaluar nuestra jurisdicción.   

Como corolario de lo anterior el expediente carece de información 

fundamental que debió ser incluida para el perfeccionamiento del recurso. 

Ante la ausencia de dicha información nos encontramos impedidos de 

poder auscultar nuestra jurisdicción, así como de ejercer nuestra función 

revisora.  

A la luz de lo antes expuesto, DESESTIMAMOS el recurso ante 

nuestra consideración por falta de jurisdicción.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


